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LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA/DEBIDO PROCESO/PETICIONES, QUEJAS Y RECLAMOS FRENTE A LAS EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS PÚBLICOS/DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/CONFIRMA PARCIAL/
Frente a la legitimación de la propiedad horizontal accionante en el trámite de la reclamación que formuló ante la empresa de servicios públicos, cabe señalar que con independencia de que el poder conferido al señor Antonio José López Patiño por parte de la señora Victoria Eugenia Crosthwaite, no cumpliera con las formalidades establecidas en la legislación procesal, el que esta última hubiese acreditado la calidad de representante legal ante esa entidad, daba lugar a que se atendiera la reclamación formulada, que fuera radicada con el número 226914”.
(…)
Ahora bien, en relación con el pago de la factura cuyo cobro mereció el reclamo de la propiedad horizontal, corresponde decir que desde la solicitud de revisión elevada el 26 de abril de 2018, radicada con el número 226914 –fl 42-, la accionante admite la existencia de un promedio mensual correspondiente a 6 m³, lo cual indica que sobre ese referente no existe discusión, por lo tanto, en consideración a lo previsto en el inciso 2º del artículo 155 de la Ley 142 de 1994, para poder ser atendido su reclamo,  la accionante debe cancelar el promedio del consumo de los últimos cinco meses.

Para viabilizar lo anterior, corresponde adicionar el ordinal tercero, para ordenar a la empresa Aguas y Aguas de Pereira que, a través de su representante legal doctor Francisco Fernando Valencia López, o quien haga sus veces, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, proceda a liquidar el valor del servicio de acueducto y alcantarillado de las áreas comunes del Edificio Balcones del Jardín Propiedad Horizontal, con el promedio de los últimos 5 periodos, anteriores al ciclo objeto de reclamo y notifique dicho cálculo de manera inmediata a la accionante, quien deberá proceder al pago dentro de los dos días siguientes a la fecha en que le sea notificado el valor del consumo promedio antes referido, con el fin de dar continuidad al trámite pertinente, de conformidad con lo previsto en la Ley 142 de 1994, respecto de las suma en las que no existe acuerdo.

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira,  treinta de julio de dos mil dieciocho 

Acta N° 0     de 30 de julio de 2018

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la EMPRESA AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA contra la sentencia del 13 de junio de 2018 proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual se concedió el amparo constitucional invocado dentro de la acción de tutela que le promueve el EDIFICIO BALCONES DEL JARDÍN –PROPIEDAD HORIZONTAL-.
ANTECEDENTES

Indica la señora Victoria Eugenia Crosthwaite, en calidad de representante legal del Edificio Balcones del Jardín –Propiedad Horizontal- que este cuenta con dos medidores, uno individual de áreas comunes del que solo se conectan tres llaves (lavamanos, sanitario y poceta) el cual no cuenta con matrícula ni es leído y otro de control que registra los consumos no reportados al interior del edificio, el cual es de propiedad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E.S.P. por lo que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3.24 del Decreto 229 de 2002,  no debe tener matrícula; no obstante, Aguas y Aguas de Pereira, creó la matricula 866160 y a través de ésta factura los servicios de acueducto y alcantarillado.

Refiere que ésta irregularidad se ve reflejada en la factura de cobro de dichos servicios, pues altera el consumo real, generándose en el último mes un consumo de $1.282 m³ por un valor de $6.443.370, error que dio lugar a la iniciación de la reclamación administrativa por la indebida facturación del servicio, trámite durante el cual, según lo dispuesto en el artículo 155 de la Ley 142 de 1994, la empresa no puede realizar acción alguna tendiente a la suspensión o corte del servicio, iniciar acción jurídica buscando acuerdos de pago o cobrar la presunta deuda.

No obstante, informa que al recibir la factura del mes de mayo pasado se anunció la suspensión del servicio por ausencia de pago con la advertencia de corte si no se efectúa un pago parcial, corte que se realizará desde el medidor de control, dejando sin agua a todos los residentes y empleados de la propiedad horizontal.

Informa también que el hecho de que Aguas y Aguas tenga generalizado el uso indebido del medidor de control, fue puesto en conocimiento de la Superintendencia de Servicios Públicos, entidad que previno a la prestadora del servicio para que no suspenda el servicio desde el macromedidor, requerimiento que no considera suficiente, pues tiene conocimiento de que en casos como el presente hubo de acudirse a la acción de tutela para lograr la protección del derecho fundamental al debido proceso.

Es por todo lo anterior que solicita la intervención del juez de tutela con el fin de que se ordene a la entidad accionada que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 de la Ley 142 de 1994, suspenda las acciones tendientes a suspender o cortar el servicio e iniciar acciones jurídicas buscando el cobro de lo facturado, hasta tanto no exista pronunciamiento definitivo de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

Como medida provisional solicitó que se ordenara a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A.E.S.P. que levante la orden de suspensión o corte del servicio de acueducto desde los medidores de control o individuales.

Adicionalmente, solicita como medida especial que se ponga en conocimiento los hechos ante la Procuraduría General de la Nación y la Personería Municipal de Pereira, para que en el marco de su competencia investiguen a actuación de la empresa de Servicios Públicos Domiciliarios e intervengan en protección de los usuarios.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por el término de dos (2) días a las entidades requeridas a efectos de que ejerciera su derecho de defensa. 

En respuesta a la acción, la Empresa Aguas y Aguas de Pereira indicó que viene facturando el servicio de acueducto y alcantarillado correspondiente al área común del edificio Balcones del Jardín, respecto al cual se generan 2 meses en mora por valor de $7.632.900.

Indica que el 26 de abril de 2018 la señora Victoria Crosthwaite presentó reclamación ante esa entidad, con el fin de que fueran revisados los consumos de enero a abril de 2018 en las áreas comunes del citado inmueble, petición en relación con la cual se le requirió para que se acreditara la legitimación para actuar, concediéndole 10 días para ello, los cuales trascurrieron en silencio.

Para el día 16 de mayo de 2018, el señor José Antonio López Patiño, aportando poder conferido por la señora Victoria Eugenia Crosthwite, se presentó solicitando dar continuidad al trámite; no obstante, el poder otorgado no cumplía las exigencias del artículo 74 de la Ley 1564 de 2012, por lo que se le requirió para que acreditara la legitimación para actuar, pues para seguir con el proceso administrativo se requería que tuviera la calidad de suscriptor o usuario del servicio, lo cual no hizo, pero sí acudió a este mecanismo de protección para evadir el cumplimiento de lo solicitado.

Estima entonces que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, al paso que resalta la impropiedad de la acción de tutela para tratar el presente asunto, pues lo que corresponde es acudir a la jurisdicción contencioso administrativa.

La Procuraduría Provincial de Pereira, indicó que no tenía conocimiento de los hechos en que se funda la acción, al paso que señaló que no participó en las mesas de trabajo en las que se abordó el tema de la facturación de las propiedades horizontales con la Personería de Pereira, ni tiene registro de queja alguna que se haya formulado al respecto.

Sostiene que no está llamada a efectuar pronunciamiento alguno con relación al fondo de la reclamación, pues a su cargo estaría la investigación de las conductas denunciadas por la accionante.

La Personería de Pereira a su turno informó de las gestiones adelantadas por esa dependencia para atender la problemática planteada por los residentes de las propiedades horizontales en relación con la medición del consumo de agua de las áreas comunes, consistentes en la realización de una mesa de trabajo en donde se trató el tema, aportando como prueba el acta que se levantó como constancia.

La Superintendencia de Sociedades por su parte señaló que ante esa entidad no existe queja ni reclamo elevada por la accionante ni por la copropiedad Balcones del Jardín, señalando además, que de los hechos de la demanda claramente se advierte que no ha intervenido en el trámite administrativo adelantado por la reclamante, respecto al cual funge como segunda instancia, procedimiento que debe observarse conforme lo dispuesto en el artículo 152 de la Ley 142 de 1994.

Llegado el día de fallo, la juez de primer grado concedió la protección reclamada respecto al debido proceso administrativo, pues aun cuando no se ha dado inicio a éste, ello obedece a que la entidad no ha reconocido, sin justificación legal,  la legitimidad con que pretende actuar la demandante, por lo que le ordenó darle trámite al reclamo elevado por la propiedad horizontal a través de su representante legal y que se abstenga de continuar con el trámite jurídico o administrativo que implique la suspensión, terminación o corte del servicio de acueducto hasta tanto haya decisión definitiva.

Inconforme con la decisión, Aguas y Aguas de Pereira impugnó la decisión trayendo a colación algunos de los argumentos expuestos al momento de dar respuesta a la demanda, indicando que la acción de tutela no es el mecanismo previsto para definir controversias de origen contractual en que las partes están llamada a cumplir con lo convenido, en este caso, el pago del consumo del servicio de acueducto facturado, so pena de quedarse sin suministro.

Reprocha además que en la decisión recurrida la juez se apartó del precedente constitucional y que la ley 142 de 1994 faculta a la entidad para cobrar el valor de los servicios adeudados y exigir que quien eleve quejas y reclamos sea el suscriptor o usuario del servicio público de acueducto.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Se vulneró el debido proceso administrativo de la propiedad horizontal tutelante en el trámite administrativo que adelanta para reclamar el consumo facturado por el servicio de acueducto y alcantarillado en áreas comunes?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA DE PERSONAS JURÍDICAS PARA PRESENTAR TUTELAS.

Ha sido constante la jurisprudencia constitucional en sostener, que si bien en principios las personas jurídicas no son titulares de derechos fundamentales, pues ellos son inherentes al ser humano, lo cierto es que, existen garantías mayores como la igualdad, debido proceso, libertad de asociación, petición, inviolabilidad de domicilio y correspondencia, información, buen nombre y acceso a la administración de justicia, entre otros, que pueden ser reclamados por aquéllas haciendo uso de la acción de tutela.

En cuanto al debido proceso y el acceso a la justicia, derechos que se alegan conculcados en la presente acción a dicho la Alta Magistratura constitucional: 

 “(...), el debido proceso y el acceso a la justicia se atribuyen a las personas, naturales y jurídicas, porque son derechos que se basan en la capacidad de obrar de unas y otras, no en la naturaleza de su personalidad. Prueba de ello es que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, y que el artículo 229 constitucional garantiza a toda persona el acceso a la justicia.
 
Pretender excluir a las personas jurídicas de la acción de tutela para restablecer su derecho a un juicio justo, conforme a las leyes preexistentes, ante un tribunal competente y con la plenitud de las formas previstas, sería tanto como establecer presupuestos diferentes en el desenvolvimiento de la capacidad de obrar de las personas naturales, según su actuación individual u colectiva, desconocimiento la protección que la Carta Política otorga al substrato humano que comportan todas las actuaciones que proyectan al hombre como ser social”
. 
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo:

“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”
4. DE LAS PETICIONES, QUEJAS Y RECLAMOS RELACIONADOS CON LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS.

Dispone el artículo 153 de la Ley 142 de 1994, que las empresas prestadoras de servicios público domiciliarios, tienen “la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que presente los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa”.

Seguidamente, en el artículo 154 se indica que “El recurso es un acto del suscriptor o usuario para obligar a la empresa a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del servicio o la ejecución del contrato. Contra los actos de negativa del contrato, suspensión, terminación, corte y facturación que realice la empresa proceden el recurso de reposición, y el de apelación en los casos en que expresamente lo consagre la ley”. 

Y más adelante el artículo 155 señala que la empresa de servicios públicos no “podrá exigir la cancelación de la factura como requisito para atender un recurso relacionado con ésta” y “tampoco podrá suspender, terminar o cortar el servicio, hasta tanto haya notificado al suscriptor o usuario la decisión sobre los recursos procedentes que hubiesen sido interpuestos en forma oportuna”. 

“Sin embargo, para recurrir el suscriptor o usuario deberá acreditar el pago de las sumas que no han sido objeto de recurso, o del promedio del consumo de los últimos cinco períodos”.  (Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-558-01 de 5 de mayo de 2001, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Renteria. "La exequibilidad de este precepto se declara en el entendido de que las sumas en discusión no correspondan precisamente al promedio del consumo de los últimos cinco períodos.") 
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto la propiedad horizontal Balcones del Jardín reclama la protección del derecho fundamental al debido proceso sustentada en el hecho de que Aguas y Aguas de Pereira anunció la suspensión de servicio de acueducto al inmueble, a pesar de que se está surtiendo la reclamación administrativa respecto a la lectura y facturación del consumo de agua de las áreas comunes del inmueble.

La Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios por su parte, señala que fue en consideración a que la parte actora no demostró que se encontraba legitimada para formular la reclamación que no dio tramite a la misma, pues requirió, tanto a la representante legal de la propiedad horizontal como a quien le fue conferido poder para representarla, para que acreditaran la calidad con la que actuaban, so pena de entender desistida la petición y archivar el expediente.

Antes de entrar a establecer si en efecto, el debido proceso fue conculcado por la accionada, es oportuno precisar que el ámbito de protección de la acción constitucional, en relación con este tema, se circunscribe a verificar una serie de garantías con las cuales se busca sujetar, a reglas mínimas procedimentales, el desarrollo de las actuaciones adelantadas por las autoridades en el ámbito administrativo, por lo tanto, cualquier discusión sobre el fondo legal del asunto se encuentra reservada al procedimiento ordinario previsto en la ley.

En este caso, la actuación administrativa de la empresa, tendiente a suspender el servicio por falta de pago, encuentra respaldo en el contrato de servicios públicos suscrito con la accionante.  Sin embargo también es cierto que ha dicha suspensión puede oponerse la copropiedad reclamante, haciendo uso de los recursos previstos en el artículo 154 de la Ley 141 de 1992, para lo cual debe estar plenamente acreditada la calidad con la que actúa, pues de acuerdo con lo previsto en el artículo 153 ibídem, Aguas y Aguas de Pereira está llamada a atender peticiones, quejas y reclamos de los “usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales”.

Frente a la legitimación de la propiedad horizontal accionante en el trámite de la reclamación que formuló ante la empresa de servicios públicos, cabe señalar que con independencia de que el poder conferido al señor Antonio José López Patiño por parte de la señora Victoria Eugenia Crosthwaite, no cumpliera con las formalidades establecidas en la legislación procesal, el que esta última hubiese acreditado la calidad de representante legal ante esa entidad, daba lugar a que se atendiera la reclamación formulada, que fuera radicada con el número 226914.
Lo anterior es así por cuanto la reclamación efectuada el día 26 de abril por la señora Crosthwaite no fue atendida de fondo por la entidad porque no acreditó la calidad con la que actuaba y así se señaló en la Resolución No 227329-52, acto administrativo en el que se le concedió el término de 10 días para subsanar la falencia  –fls 53 vto a 55-; tal decisión le fue notificada a la accionante por aviso remitido vía correo certificado, recibido el 12 de mayo de 2018 –fl 47-.

Como puede verse, la peticionaria tenía hasta el día 28 de mayo para allegar el documento que acreditara la calidad de representante legal del Edificio Balcones del Jardín –PH-, el cual fue aportado el día 16 de mayo de 2018, con la reclamación presentada en su nombre –de la representante legal- por parte del señor Antonio José López Patiño, en la que éste le solicitó la empresa dar continuidad a la petición elevada por la señora Crosthwaite –fl 48-.

En ese entendido, es claro que, al margen de que el poder otorgado por la accionante al citado señor, cumpliera con las formalidades del caso, el hecho de que se encontrara acreditada la calidad de representante legal de la propiedad horizontal, ameritaba que se diera continuidad al trámite necesario para atender la petición elevada por ésta y no continuar exigiendo el citado requisito como se observa en la Resolución No 227329-52 –fl 53 vto a 55-.

Tal y como se presentan las cosas razón le asistió a la funcionaria de primer grado en amparar el derecho al debido proceso, pues resulta claro que no existía mérito para desatender la reclamación relacionada con la factura de cobro del periodo entre el 16 de marzo de 2018 al 16 de abril de 2018 –fl 42 vto-, elevada por la señora Victoria Eugenia Crosthwaite.

En ese sentido, el ordinal segundo de la sentencia impugnada será modificado para indicar que el reclamo al que debe dar trámite la entidad accionada es el formulado el 26 de abril de 2018, radicado No 226914.

Ahora bien, en relación con el pago de la factura cuyo cobro mereció el reclamo de la propiedad horizontal, corresponde decir que desde la solicitud de revisión elevada el 26 de abril de 2018, radicada con el número 226914 –fl 42-, la accionante admite la existencia de un promedio mensual correspondiente a 6 m³, lo cual indica que sobre ese referente no existe discusión, por lo tanto, en consideración a lo previsto en el inciso 2º del artículo 155 de la Ley 142 de 1994, para poder ser atendido su reclamo,  la accionante debe cancelar el promedio del consumo de los últimos cinco meses.

Para viabilizar lo anterior, corresponde adicionar el ordinal tercero, para ordenar a la empresa Aguas y Aguas de Pereira que, a través de su representante legal doctor Francisco Fernando Valencia López, o quien haga sus veces, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, proceda a liquidar el valor del servicio de acueducto y alcantarillado de las áreas comunes del Edificio Balcones del Jardín Propiedad Horizontal, con el promedio de los últimos 5 periodos, anteriores al ciclo objeto de reclamo y notifique dicho cálculo de manera inmediata a la accionante, quien deberá proceder al pago dentro de los dos días siguientes a la fecha en que le sea notificado el valor del consumo promedio antes referido, con el fin de dar continuidad al trámite pertinente, de conformidad con lo previsto en la Ley 142 de 1994, respecto de las suma en las que no existe acuerdo.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ORDINAL SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, el día 12 de junio de 2018 el cual quedará así:

“SEGUNDO: ORDENAR a la empresa AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA, representada legalmente por el doctor FRANCISCO FERNANDO VALENCIA LÓPEZ, o quien haga sus veces, que en el término de los (02) días siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, dé trámite a la solicitud de reclamo No 226914 del 26 de abril de 2018, presentada por la señora VICTORIA EUGENCIA CROSTHWITE en calidad de representante legal del Edificio Balcones del Jardín –Propiedad Horizontal-, sin más dilaciones injusticadas”.

SEGUNDO: ADICIONAR el ORDINAL TERCERO de la providencia recurrida asi:

“TERCERO: ORDENAR a la empresa AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA, representada legalmente por el doctor FRANCISCO FERNANDO VALENCIA LÓPEZ, o quien haga sus veces que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, proceda a liquidar el valor el servicio de acueducto y alcantarillado de las áreas comunes del Edificio Balcones del Jardín Propiedad Horizontal, con el promedio de los últimos 5 periodos, anteriores al ciclo objeto de reclamo y notifique dicho cálculo de manera inmediata a la accionante, quien deberá proceder al pago dentro de los dos días siguientes a la fecha en que le sea notificado el valor del consumo promedio antes referido, con el fin de dar continuidad al trámite pertinente, respecto de los valores en relación con las cuales hay discusión, de conformidad con lo previsto en la Ley 142 de 1994”. 

Así mismo, se le ORDENA a dicha entidad que se abstenga de continuar con el trámite jurídico o administrativo que implique la suspensión, terminación o corte del servicio de acueducto hasta tanto culminen las etapas legales del proceso de reclamación No 226914 de 26 de abril de 2018, por los costos de facturación de las áreas comunes del EDIFICIO BALCONES DEL JARDIN PROPIEDAD HORIZONTAL.”

TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

� T-924 de 2002. M.P. Álvaro Tafur Gálvis
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